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CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIO PÚBLICO DOMICILIARIO 

 De energía eléctrica. Se encuentra justificado que las partes de la relación 
jurídica convengan acuerdos de pago cuya función primordial consiste en 
aliviar la mora del deudor. Pueden acordar la manera en que se pondrá al 

día en su obligación de pagar los servicios prestados y continúe la prestación 
del servicio. Cuando usuarios y empresas de servicios públicos domiciliarios 

suscriban acuerdos de pago, vivifican una relación negocial distinta, 
adicional y paralela a la de condiciones uniformes. El contrato de prestación 
de servicios públicos domiciliarios es consensual, de tracto sucesivo, por 

adhesión, bilateral, oneroso. Una de las obligaciones del prestador es la de 
restablecer en un plazo razonable el servicio suspendido con ocasión de un 

incumplimiento imputable al usuario, siempre que elimine las causas de la 
suspensión, pague los gastos en que la empresa incurra y satisfaga las 
demás sanciones (artículo 142 ley 142 de 1994). (SC1259-2022; 

11/05/2022) 
 
CONTRATO DE SEGURO DE DAÑOS 

 Aplicación del artículo 37 de la ley 1480 de 2011, en torno al deber de 
información del asegurador, al hacer «entrega anticipada del clausulado al 
tomador, explicándole el contenido de la cobertura, de las exclusiones y de 

las garantías». (SC1301-2022; 12/05/2022) 
 

ERROR DE DERECHO 

 

El contenido de este boletín es de carácter informativo. Se recomienda revisar directamente las providencias. 
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 Ataque en casación de la carga de la prueba: la censura debe enfilarse a 
socavar alguno de los pilares en que se erige la carga de la prueba, esto es: 
i) que el fallador desatendió la imperativa regla de juicio que le indica cómo 

debe fallar cuando echa de menos la prueba de los hechos sobre los cuales 
versa su decisión; ii) que el sentenciador falló en favor de su contradictor 

pese a que éste incumplió la regla de conducta que le imponía probar los 
hechos de su interés para que sus pretensiones o excepciones salieran 
airosas, y que aquellos tampoco se acreditaron con elementos allegados por 

la parte contraria o en forma oficiosa. Ante la falta de sustentación concreta 
del segundo aspecto mencionado, el análisis del cargo se centra en la 
verificación del error endilgado al tribunal solo desde la perspectiva del 

desconocimiento de las reglas generales y especiales de la carga de la prueba, 
en el contrato de seguro. Las desavenencias de la censura planteadas en la 

sustentación del cargo resultan por completo ajenas a la eventual 
estructuración de un yerro de iure frente al desconocimiento de las reglas 
generales y especiales de carga de la prueba aplicables al caso, pues, la 

revocatoria de la decisión de primera instancia y la consecuente denegación 
de las súplicas se basó en un análisis ponderado de las pruebas allegadas 
por ambas partes. (SC1301-2022; 12/05/2022) 

 
IMPUGNACIÓN DE PATERNIDAD EXTRAMATRIMONIAL 

 Error de derecho por no hacer uso de las facultades oficiosas, ante la 
ausencia de prueba de la legitimación en la causa por activa, para promover 
el proceso de impugnación de paternidad y petición de herencia. (SC592-

2022; 25/05/2022)  

 Caducidad. Discrepancia de una de las consideraciones vertidas en la 
sentencia de reemplazo. Motiva la divergencia la argumentación contenida 
en la parte final del numeral 4.2. relativa a la caducidad de la impugnación 

de la paternidad, al restringir la aplicación del artículo 219 del código civil a 
la impugnación de la paternidad surgida del enlace nupcial de los 

progenitores y de la unión marital de hecho de aquellos, cuando en la 
actualidad la diferenciación entre los efectos jurídicos de la filiación legítima 
y de la ilegítima o extramatrimonial se extinguió con la constitucionalización 

de las disposiciones regulatorias de estas instituciones, derivada de la 
aplicación de la Constitución Política como norma de normas, que 

posteriormente se afianzó con la promulgación de la Ley 1060 de 2006, la 
cual reformó los preceptos atinentes a la impugnación de la paternidad y de 
la maternidad. El texto mismo del artículo 219 no contiene la restricción 

afirmada por la Sala, pues no alude a que las pautas allí establecidas operen 
únicamente cuando quiera que se dispute la paternidad o la maternidad 
matrimonial o de la unión marital de hecho de los progenitores. De ahí 

dimana que la teleología apoyada por la mayoría, amén de su destierro de 
cara a los mandatos contenidos en el Ordenamiento Superior, quedó 

erradicada con la reforma de que fue objeto la norma en virtud de la Ley 1060 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/06/SC1301-2022-2015-00944-01_1.pdf
https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/06/SC592-2022-2017-00482-01.pdf
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de 2006. Aclaración de voto Magistrada Hilda González Neira. (SC592-2022; 
25/05/2022) 

 Caducidad. Con la expedición de la ley 1060 de 2006 se eliminó la distinción 
existente entre los artículos 219 y 248 del Código Civil, que diferenciaban 
entre los hijos habidos en el matrimonio y los concebidos fuera de él, para el 

efecto se utilizaban las expresiones legítimos, ilegítimos y legitimados, siendo 
los primeros habidos en el vínculo nupcial, los segundos fuera de éste y los 
terceros previo al matrimonio pero que se legitiman cuando se contrae. La 

ley 1060 de 2006, por la cual se modificaron las normas que regulan la 
impugnación de la paternidad y la maternidad, incluyó la presunción legal 
de paternidad a los hijos habidos en la unión marital de hecho declarada 

legalmente; eliminó las expresiones de legítimos y legitimados contenidas en 
los artículos 219 y 248 del C.C. Los preceptos, en su tenor literal, no 

contemplan en la actualidad restricción que señale la distinción propuesta 
por la Sala mayoritaria en las consideraciones sobre las que se funda la 
aclaración. Aclaración de voto Magistrada Martha Patricia Guzmán Álvarez. 

(SC592-2022; 25/05/2022) 
 
INCONGRUENCIA 

 Pese a no haber sido objeto de reparos concretos en la apelación, la 
legitimación en la causa exige el examen oficioso del fallador, pues es asunto 
que atañe al derecho sustancial subyacente. El Tribunal resolvió 

oficiosamente sobre el presupuesto material de la pretensión elevada, por lo 
que en modo alguno alteró la versión de los hechos presentados por las 

partes ni se ocupó de asuntos ajenos al interés jurídico de la recurrente, pues 
la legitimación, es asunto central del litigio, íntimamente relacionado con el 
derecho reclamado y cuya observancia es obligatoria al momento de dictar 

una sentencia favorable. (SC592-2022; 25/05/2022) 
 
INTERRUPCIÓN CIVIL 

 La prescripción extintiva solo se interrumpe civilmente con la presentación 
de la demanda, pero a condición de que esta sea admitida a trámite, y el auto 
admisorio o el mandamiento de pago correspondiente se notifique 

apropiadamente y dentro del plazo legal al convocado. Si ese enteramiento 
se produce dentro del término de un año, contado a partir de la fecha de 

notificación de dicha providencia a la parte convocante, la interrupción 
tendrá efectos retroactivos, es decir, operará desde la radicación de la 
demanda. En caso contrario, esos efectos solo se producirán «con la 

notificación al demandado». Doctrina probable procesal: -que se refiere 
principalmente a la demanda, pero aplicable a cualquier otra pieza del 
expediente- muestra que al juez no le es vedado extraer de las 

manifestaciones de las partes algún contenido específico, como lo sería la 
legislación que debe regir el cómputo del término de una prescripción 

extintiva. (SC712-2022; 25/05/2022) 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/06/SC592-2022-2017-00482-01.pdf
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https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/06/SC592-2022-2017-00482-01.pdf
https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/06/SC712-2022-2012-00235-01.pdf
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NULIDAD PROCESAL 

 La Sala mayoritaria reconoce que los hechos relatados armonizan con una 
hipótesis taxativa de nulidad del artículo 121 del CGP. No obstante, la 

censura no se abre paso, porque dicha irregularidad fue convalidada por los 
propios recurrentes, con sustento en los numerales 1º y 4º del artículo 136 

del CGP. si bien, se perdió competencia para conocer el proceso en la fecha 
en la que concurrieron los dos supuestos legales previstos para ello, a saber, 
el vencimiento del término para resolver la segunda instancia, y la alegación 

de parte, radicada en la más reciente de aquellas dos calendas, esa 
irregularidad no fue alegada por los casacionistas, quienes vieron impasibles 
como se adoptaban diversas decisiones al interior de este trámite después de 

que operara la pérdida de competencia. Incluso, algunos participaron en una 
audiencia presidida por la funcionaria, sin intentar prevalerse del supuesto 

de nulidad en el que ahora fincan su censura. Esa aquiescencia frente a las 
actuaciones posteriores a la pérdida de competencia, que se extendió hasta 
el momento en el que la decisión de segunda instancia fue dictada, motivó el 

saneamiento de la nulidad denunciada. Y no se diga que, al presentar el 
memorial, los convocantes denunciaron la pérdida de competencia y, 
simultáneamente, alegaron una nulidad, pues para esa fecha no se habían 

realizado actuaciones irregulares, y tampoco era posible suponerlas. La 
expiración del lapso durante el cual se debe finiquitar la instancia no conlleva 

la pérdida “automática” de competencia del funcionario que conoce la causa. 
En cambio, cuando a la extinción del plazo se suma el reclamo de parte, el 
supuesto del artículo 121 quedaría consumado -al menos por regla general-

, comprometiendo la validez de las actuaciones que a continuación adelante 
el juez o magistrado que perdió competencia para componer la litis. (SC845-

2022; 25/05/2022) 

 El único cargo admitido en casación debió prosperar, por estar satisfechos 
los requisitos para acceder al pedimento de nulidad con sustento en el 
artículo 121 del CGP: (i) al proferirse la sentencia se había excedido el 

término máximo para proferir la determinación de alzada, y (ii) el yerro 
procesal no fue saneado. La nulidad no fue objeto de saneamiento expreso o 

tácito, en tanto su configuración fue alegada oportunamente por los 
interesados, con lo cual se evitó cualquier forma de convalidación, sin que 
pueda considerarse que el acto procesal criticado haya satisfecho su 

finalidad. La parte interesada, después de agotados los seis meses 
posteriores a la recepción del expediente en la secretaría del Tribunal, 

advirtió sobre su extinción e invocó los efectos invalidantes que devendrían 
en caso de proferirse determinaciones en lo sucesivo. Con tal proceder se 
previno el eventual saneamiento a que se refieren los numeral 1° y 2° del 

artículo 136 del C.G.P., en tanto al alegarse la situación de hecho 
configuradora de la invalidez se descarta la decisión de renunciar a los 
efectos de la misma. El derecho humano que tienen las partes a obtener un 

fallo en un término razonable y sin dilaciones injustificadas. Salvedad de 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/06/SC845-2022-2008-00200-01.pdf
https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/06/SC845-2022-2008-00200-01.pdf
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Voto Magistrado Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo. (SC845-2022; 
25/05/2022) 

 Como quiera que la segunda instancia culminó con sentencia del 17 de mayo 
de 2018, se consolidó una situación jurídica con anterioridad a la sentencia 
C-443 de 2019 cuyos efectos son ex nunc. Luego, debió aplicarse el precepto 

121 del CGP., en su inicial sentido, esto es, la pérdida de competencia 
automática una vez expirado el término para dictar sentencia, imponiéndose 
la remisión del expediente al funcionario que seguía en turno, sin solicitud 

previa del usuario. Se estima que la Corte Constitucional no señaló el efecto 
de la sentencia C-433 de 2019, que declaró la inexequibilidad de la expresión 
“pleno derecho” contenida en el inciso sexto del artículo 121 y la 

exequibilidad condicionada de los incisos segundo y sexto. Salvedad de voto 
Magistrada Martha Patricia Guzmán Álvarez. (SC845-2022; 25/05/2022) 

 
PERTENENCIA DEL COMUNERO 

 Posesión exclusiva del comunero de las cuotas del 66.66% sobre el inmueble 
objeto de litis, destinado a actividades de culto religioso para la comunidad 

Sungrak. (SC1302-2022; 12/05/2022) 
 

PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA 

 Interrupción civil. Pretensión indemnizatoria por los perjuicios como 
consecuencia de la demolición inconsulta de un edificio de apartamentos, 

construido sobre un lote de terreno que había adquirido en común y 
proindiviso el convocante con los demandados. Los memoriales que se 
presentaron en el proceso divisorio previo, no corresponden realmente a una 

«demanda judicial», sino a dos piezas procesales distintas -un escrito 
incidental y otro de excepciones-. Si en gracia de discusión, se prescindiera 
de este razonamiento, la interrupción civil alegada tampoco podría haber 

sucedido, pues aquellos documentos no provocaron la expedición de ninguna 
decisión judicial asimilable a un auto admisorio o mandamiento de pago. Si 

ello no ocurrió, tampoco era posible notificar a los demandados de esas 
hipotéticas providencias. Las peticiones que se pide calificar de «demanda 
judicial» fueron rechazadas de plano por el juez del proceso divisorio, al 

menos en lo que tiene relación con el objeto del litigio actual. Siendo ello así, 
no pudo haberse dado el enteramiento que contemplaba el artículo 90 del 

Código de Procedimiento Civil -y que hoy reitera el 94 del Código General del 
Proceso- como requisito adicional para que opere la interrupción civil de la 
prescripción. Tampoco es posible asimilar los memoriales que se radicaron 

en el decurso de un proceso divisorio anterior, con el requerimiento privado 
que se menciona en el artículo 94 del Código General del Proceso, no solo 
porque sus características son disímiles, sino también porque, para cuando 

se presentaron esos memoriales, la referida norma ni siquiera había sido 
expedida. Interpretación armónica de la expresión “demanda judicial” en el 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/06/SC845-2022-2008-00200-01.pdf
https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/06/SC845-2022-2008-00200-01.pdf
https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/06/SC845-2022-2008-00200-01.pdf
https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/06/SC1302-2022-2015-00519-01.pdf


6 
 
 

contexto de los artículos 2539 y 2524 del Código Civil. (SC712-2022; 
25/05/2022) 

 Se estima necesario reiterar el llamado de atención respecto al aparte 3.2. 
del tercer cargo, en vista de la similitud de las situaciones, donde se aborda 
la misma temática sustancial a manera de ilustración, pero sin que esté 

relacionada con el objeto de ambos litigios y con razonamientos concordantes 
que no se comparten. Se cita aparte de la sentencia SC4704-2021, respecto 
a «la falta de manifestación de voluntad del prescribiente en su favor, en un 

determinado caso no crea inseguridad. Tampoco le da derecho al juez del 
conflicto para resolverlo discrecionalmente, sino conforme al propósito del 
legislador» prescindiendo del texto conclusivo de la frase «favoreciendo al 

prescribiente». Aclaración de voto Magistrado Octavio Augusto Tejeiro 
Duque. (SC712-2022; 25/05/2022)  

 
RECURSO DE CASACIÓN 

 Inobservancia de reglas técnicas. (SC1259-2022; 11/05/2022) 

 Inobservancia de reglas técnicas: 1) El despacho conjunto de todos los cargos 

se justifica porque centran su descontento en la vulneración directa e 
indirecta de idénticos preceptos, lo que los torna en reiterativos y da lugar a 
apreciaciones comunes, máxime cuando todos ellos adolecen de un grave 

defecto de desenfoque que impide estudiarlos de fondo. 2) el quid de la 
discusión se centró en que la prolongación del depósito se debió al querer 

exclusivo de la convocante, asumiendo por su cuenta los efectos de dicha 
determinación, aspecto que se constituía en eximente de responsabilidad por 
encajar dentro del concepto de «culpa exclusiva de la víctima», resultando 

pacífico todo lo correspondiente a la existencia del contrato, las obligaciones 
del depositario, la presunción de culpa y los actos que provocaron el deterioro 
del producto bajo custodia. 3) La juiciosa labor del ad quem al constatar que 

la depositaria desatendió la carga de demostrar la culpa exclusiva de la 
víctima como eximente de responsabilidad en que se cimentó la alzada, como 

única forma de eludir la condena impuesta, se pretende desvirtuar de 
manera fraccionada y descontextualizada, desfigurando el alcance de la 
decisión opugnada para tratar de reabrir la discusión sobre temas ya 

definidos y a los que no se extendió el remedio vertical interpuesto, como si 
la vía extraordinaria constituyera una oportunidad de reabrir el debate. 4) 

vistas todas las acusaciones, lo que en verdad se busca es reabrir un debate 
superado frente a su desidia e incuria al expresar los motivos que la llevaban 
a disentir de la providencia de primer grado, lo que le faltó hacer de manera 

concienzuda y detallada para así habilitar las atribuciones del superior que 
ahora señala eludidas sin razón. (SC1255-2022; 18/05/2022) 

 Inobservancia de reglas técnicas: 1) en el cargo existió un entremezclamiento 
entre motivos de casación. Habrían de dejarse de lado las críticas 
relacionadas con la decisión del tribunal de asignar a la contestación de la 
demanda un sentido diverso del que se extrae de su texto, pues habiéndose 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/06/SC712-2022-2012-00235-01.pdf
https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/06/SC712-2022-2012-00235-01.pdf
https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/06/SC712-2022-2012-00235-01.pdf
https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/06/SC1259-2022-2013-00088-01.pdf
https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/06/SC1255-2022-2011-00134-01.pdf
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invocado el primer motivo de casación, es imperativo estarse a lo normado 
en el artículo 344 numeral 2º literal a), del estatuto procesal civil. 3) las 

acusaciones planteadas respecto de la hermenéutica del ad quem no pasan 
de ser propuestas alternativas de apreciación, fincadas en la visión particular 
del demandante, que no ponen de manifiesto que la inferencia de la 

colegiatura de segundo grado sea manifiestamente contraria al contenido 
objetivo del escrito de excepciones, como sería de rigor para que se abriera 

paso el cargo por una hipotética vía indirecta. (SC712-2022; 25/05/2022) 
 
SENTENCIA ANTICIPADA 

 No le era dable al juez dictar este tipo de sentencia ante la existencia de 
pruebas por practicar que le permitirían resolver no sólo los aspectos 
patrimoniales relacionados con la petición de herencia, sino también los 

aspectos neurálgicos del ataque a la filiación. Al dictarse sentencia sin 
practicar las probanzas pedidas por la demandada para defender su vínculo 
filial, se vulnera el derecho de defensa y de contradicción. (SC592-2022; 

25/05/2022) 
 
 

La descripción de los hechos de contexto para la resolución de cada caso, la 

identificación de las fuentes -normativas, jurisprudenciales y doctrinales- 
que dieron sustento a las providencias que se relacionan en el presente 

Boletín están disponibles en la Gaceta de Jurisprudencia 05-2022: 
 

 
 
 

 
 

Corte Suprema de Justicia de Colombia 
Dra. Nubia Cristina Salas Salas 
Relatora Sala de Casación Civil 
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